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Cientos de miles de rohingya han huido a 
Bangladesh y a otros lugares para escapar 
de la opresión y sobrevivir. Se produjeron 
flujos masivos hacia ese país en 1978 y, de 
nuevo, en 1991-92. En todas las ocasiones, 
la presión internacional convenció a 
Birmania de que volviera a admitirlos, a 
lo que le siguió la repatriación, a menudo 
bajo coacción. Aun así, el éxodo continúa. 
Los rohingya, cuya cifra se calcula 
en 725.000, son una minoría étnica, 
lingüística y religiosa, que se concentra, 
sobre todo, en el norte del estado de 
Arakan (o “Rakhine”) en Birmania, 
colindante con Bangladesh. De 
ascendencia sudasiática, están vinculados 
con los bengalíes de Chittagong, al otro 
lado de la frontera con Bangladesh, 
cuya lengua también está relacionada. 
Profesan el islam suní y se distinguen 
de la mayoría de la población birmana, 
cuyo origen se halla en el este de Asia 
y que son, en su mayoría, budistas. 
Desde la independencia de Birmania en 
1948, los rohingya han sido excluidos 
paulatinamente del 
proceso de construcción 
de la nación. 
La Ley de 1982 
sobre ciudadanía
En 1982, los militares 
dirigentes de Birmania 
adoptaron una nueva 
Ley de Ciudadanía1 
que despojaba de ésta 
a la mayoría de las 
personas de ascendencia 
india y china. Sin 
embargo, el momento 
de su promulgación 
(poco después de 
la repatriación de 
refugiados que tuvo 
lugar en 1979) apunta 
que fue creada de 
forma específica para 
excluir a los rohingya. 
A diferencia de la 
anterior Ley de 1948, 
la de 1982 se basa 
fundamentalmente 
en el principio del ius sanguinis y 
distingue tres categorías de ciudadanos: 
plenos, asociados y naturalizados.
Los ciudadanos plenos son los que 
pertenecen a una de las 135 “razas 
nacionales”2 asentadas en Birmania 
antes de 1823, cuando empezó la 
colonización británica de Arakan. Los 
rohingya no figuran en esa lista y el 
gobierno no reconoce la denominación 
“rohingya”. La ciudadanía asociada 
se otorgaba sólo a aquéllos cuya 
solicitud conforme a la antigua Ley de 
1948 estuviera pendiente en la fecha 
de entrada en vigor de la nueva ley. 
La ciudadanía por naturalización se 
concedía sólo a aquéllos que pudieran 
presentar “pruebas concluyentes” de su 
entrada y residencia en Birmania antes 
de la fecha de su independencia, el 4 de 
enero de 1948, que hablaran bien uno 
de los idiomas nacionales y cuyos hijos 
hubieran nacido en su territorio. Muy 
pocos rohingya reunían esos requisitos. 
Además, las amplias facultades asignadas 
al “Organismo Central”, controlado 
por el gobierno, para decidir cuestiones 
relativas a la ciudadanía se traducía, 
en la práctica, en que no se reconocía el 
derecho de esta minoría a la ciudadanía.
En 1989, se introdujeron las tarjetas de 
control de ciudadanía, con un código de 
colores: rosa para los ciudadanos plenos, 
azul para los asociados y verde para los 
naturalizados. No se expidieron tarjetas 
a los rohingya. En 1995, en respuesta 
a las intensas labores de ACNUR para 
que este grupo obtuviera documentos, 
las autoridades birmanas empezaron 
a emitirles una tarjeta de registro 
provisional, de color blanco, conforme a 
la Ley de 1949 de Registro de Residentes 
de Birmania. La tarjeta provisional 
no menciona el lugar de nacimiento 
del titular y no puede emplearse para 
reclamar la ciudadanía. En la lista de 
familia, que posee todo grupo familiar 
que reside en el país, sólo se registra el 
nombre y la fecha de nacimiento de sus 
miembros y, como no indica el lugar de 
nacimiento, no proporciona pruebas 
oficiales del mismo en Birmania. Se 
perpetúa así la apatridia de este pueblo. 
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No se reconoce a los rohingya ni como 
ciudadanos ni como extranjeros. El 
Gobierno de Birmania también se opone 
a describirlos como apátridas, aunque 
parece haber creado una categoría 
especial, “residentes de Myanmar”, 
que no constituye un estatuto jurídico. 
No obstante, en más de una ocasión, 
los funcionarios gubernamentales 
los han descrito como “inmigrantes 
ilegales de Bangladesh”. En 1998, en 
una carta dirigida a ACNUR, el Primer 
Ministro de Birmania, el general Khin 
Nyunt, escribió: “Estas personas no son 
originarias de Myanmar, sino que han 
migrado a Myanmar debido a presiones 
demográficas en su propio país”. En 
febrero de 2009, en un artículo publicado 
en el periódico New Light of Myanmar, 
controlado por el gobierno, se afirmaba 
que “En Myanmar, no existe una raza 
nacional denominada rohinja”.
La privación de la ciudadanía sirve 
como estrategia fundamental para 
justificar el trato arbitrario y las políticas 
discriminatorias contra los rohingya. 
Cada vez se les restringe con mayor 
severidad su libertad de movimiento y 
se les prohíbe trabajar en el servicio civil, 
incluidos el sector educativo y sanitario. 
En 1994, las autoridades dejaron de emitir 
certificados de nacimiento a los niños 
rohingya y, a finales de la década de los 
noventa, se estableció la obligatoriedad 
de disponer de autorización oficial 
para contraer matrimonio. Infringir 
estas estrictas leyes puede dar lugar 
a prolongadas condenas de cárcel. 
Sobre la población rohingya también 
se imponen otras medidas coactivas de 
forma desproporcionada, como el trabajo 
forzado, los impuestos arbitrarios y la 
confiscación de tierras, que se producen 
igualmente en otros lugares de Birmania.
La restricción de movimiento
Los rohingya se encuentran prácticamente 
confinados en sus aldeas. Deben solicitar 
un pase de viaje, que les cuesta dinero, 
incluso para visitar la aldea vecina. Los 
desplazamientos están estrictamente 
restringidos al norte de Arakan. 
Incluso se ha declarado que Sittwe, la 
capital del estado, está fuera de la zona 
permitida. Su falta de movilidad acarrea 
consecuencias nefastas, ya que limita su 
posibilidad de acceder a los mercados, 
sus oportunidades de empleo y de 
recibir servicios sanitarios y formación 
superior. A los que se quedan más tiempo 
del que permite su pase de viaje se les 
impide regresar a su aldea y se tacha 
su nombre en la lista de su familia. Así, 
se les elimina administrativamente y 
se les obliga a marchar de Birmania. 
Algunos han sido encausados conforme 
a la legislación sobre seguridad 
nacional por viajar sin permiso.
También se prohíbe a los rohingya viajar 
a Bangladesh, aunque, en la práctica, 
resulta más fácil obtener un pase de viaje 
a una aldea fronteriza y, a continuación, 
cruzar de forma clandestina al país 
vecino que llegar a Sittwe. Aun así, los 
que son capturados se enfrentan a una 
pena de prisión por entrar ilegalmente. 
Muchos, incluso algunas personas que 
buscan tratamiento médico en dicho 
país, no pueden regresar porque se 
ha tachado su nombre en la lista de 
su familia durante su ausencia. Una 
vez se hallan fuera de Birmania, a los 
rohingya se les deniega por sistema 
el derecho a regresar a su país.
Autorizaciones para 
contraer matrimonio
A finales de la década de los noventa, 
se dictó una orden local en el norte 
de Arakan, de aplicación exclusiva a 
la población musulmana, que exigía 
que las parejas que fueran a contraer 
matrimonio obtuvieran un permiso 
oficial de las autoridades locales, por 
lo general la Nasaka (la Fuerza de 
Seguridad de Frontera de Birmania). Estas 
autorizaciones se conceden si se pagan 
las tasas y sobornos correspondientes, 
y pueden demorarse varios años, por lo 
que no están al alcance de los más pobres. 
La orden también prohíbe cualquier 
convivencia o contacto sexual fuera del 
matrimonio. Aunque no está refrendada 
por ninguna ley nacional, infringirla 
puede motivar un proceso penal y una 
condena de hasta 10 años de prisión. 
En 2005, al reorganizar la Nasaka 
tras la expulsión del general Khin 
Nyunt, se suspendieron totalmente las 
autorizaciones para matrimonio durante 
varios meses. Cuando se volvieron a 
emitir a finales de ese año, se añadieron 
más condiciones, como la de que las 
parejas debían comprometerse por escrito 
a no tener más de dos hijos. La cuantía 
de los sobornos y el tiempo invertidos 
para poder casarse aumenta cada año. 
Las consecuencias son terribles, sobre 
todo para las mujeres rohingya. Las que 
se quedan embarazadas sin autorización 
oficial para contraer matrimonio 
suelen recurrir al aborto clandestino, 
una práctica ilegal en Birmania que ha 
producido la muerte de muchas madres. 
Algunas inscriben a los recién nacidos con 
otra pareja casada legalmente, y a veces 
con sus propios padres. Otras dan a luz en 
secreto en Bangladesh y abandonan allí al 
bebé. Se sospecha que muchos niños no se 
registran. Muchas parejas jóvenes que no 
pueden obtener el permiso para casarse 
huyen a Bangladesh para vivir juntos. 
La educación y la 
atención sanitaria
Al no ser ciudadanos, los rohingya 
no están autorizados a trabajar como 
funcionarios en la sanidad y la educación. 
Además, estos servicios públicos 
sufren un lamentable abandono en 
el norte de Arakan. En la mayoría de 
escuelas y clínicas trabajan rakhines y 
birmanos que no pueden comunicarse 
en la lengua autóctona y suelen tratar 
a los rohingya con desprecio. No se 
permite a las agencias humanitarias 
internacionales formar a trabajadores 
sanitarios musulmanes, ni siquiera a las 
comadronas. Algunos rohingya trabajan 
en colegios estatales y se les paga con 
arroz, mediante un programa de comida 
por trabajo, ya que no pueden ocupar un 
puesto oficial y remunerado de profesor.
Por otro lado, las restricciones al 
movimiento repercuten gravemente en 
el acceso a la sanidad y la educación. 
Incluso en casos de emergencia, los 
rohingya deben solicitar un pase de viaje 
para llegar a un hospital mal dotado de la 
zona. Se les niega utilizar las instalaciones 
médicas del hospital de Sittwe, que son 
mejores, y el traslado de los enfermos 
críticos es prácticamente imposible. 
Por lo tanto, los pacientes que pueden 
permitírselo buscan tratamiento médico 
en Bangladesh, aún cuando, en ocasiones, 
ello conlleve que no puedan regresar a 
su aldea. Del mismo modo, existen pocas 
escuelas en el norte de Arakan y los 





Esta madre dio 
a luz hace 40 
días y no ha 
podido alimentar 
a su bebé 
adecuadamente.
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alumnos necesitan un permiso de viaje 
para estudiar fuera del pueblo. La única 
universidad que existe se encuentra en 
Sittwe. A partir de 2001, la mayoría de los 
estudiantes ya no podían asistir a clase, 
tenían que depender de la formación a 
distancia y sólo 
se les permitía 
viajar a Sittwe 
para presentarse 
a los exámenes. 
Sin embargo, 
desde 2005, 
se les prohíbe 
incluso eso. No 
sorprende, pues, 







combinado de las formas de persecución 
mencionadas ha llevado a los 
rohingya a una pobreza extrema y la 
degradación de sus condiciones les 
ha causado sufrimiento psicológico, 
forzándoles a huir a Bangladesh. 
En el exilio
Los 28.000 rohingya que permanecen 
en dos campos de Bangladesh están 
reconocidos como refugiados y se 
benefician de la asistencia y la protección 
limitada de ACNUR. No obstante, se 
calcula que fuera de ellos viven hasta 
200.000 más, a quienes Bangladesh 
considera inmigrantes irregulares 
y carecen de protección oficial. 
Al carecer de estatuto jurídico en 
Bangladesh y ser apátridas en Birmania 
los rohingya corren el riesgo de ser 
detenidos indefinidamente. En la 
actualidad, cientos de ellos languidecen 
en cárceles de Bangladesh, detenidos por 
haber entrado de forma ilegal. La mayoría 
se halla a la espera de juicio, algunos 
desde hace años. Decenas de ellos han 
cumplido su condena, pero siguen en 
prisión (se les denomina “prisioneros 
liberados”) porque no se les puede poner 
en libertad y deportar oficialmente, dado 
que Birmania se niega a readmitirlos.3 
Decenas de miles de rohingya han 
buscado una oportunidad en el 
extranjero, en Oriente Medio y, cada vez 
más, en Malasia, dejando Bangladesh 
como país de tránsito. Apátridas y sin 
documentos, no tienen más remedio 
que recurrir a rutas de migración 
ilegales e inseguras, por lo que se 
convierten en presa de traficantes y 
contrabandistas sin escrúpulos o 
emprenden arriesgados viajes en barco.4 
En Malasia o Tailandia, los rohingya 
también carecen de protección. Se les 
captura en redadas 
sistemáticas 
y acaban en 
una espiral de 
“deportaciones 
informales”. Como 
Birmania no acepta 
su regreso, en 
ocasiones Tailandia 
los ha deportado de 








dejarlos en manos de intermediarios. 
Así, si abonan una tarifa, vuelven 
a entrar de forma clandestina en 
Tailandia o Malasia, pero los que no 
pueden pagar acaban vendidos como 
esclavos en pesqueros o plantaciones. 
En diciembre de 2008, Tailandia comenzó 
a aplicar una nueva política dirigida 
a expulsar a alta mar a los rohingya 
refugiados del mar. En al menos tres 
incidentes distintos, se entregaron 1.200 
de ellos a los militares tailandeses en 
una isla desierta de la costa de Tailandia 
y sufrieron malos tratos antes de ser 
remolcados hacia mar abierto en barcas 
sin motor y con escasa comida y agua. 
Después de ir a la deriva durante dos 
semanas, dos barcas fueron rescatadas 
en las islas indias de Andaman y Nicobar 
y otras dos en la provincia de Aceh, en 
Indonesia. El número de refugiados del 
mar desaparecidos se cifra en más de 
300 y se cree que han muerto ahogados.  
La emisión de la tarjeta de residencia 
provisional a los rohingya tuvo una 
acogida favorable como “un primer 
paso hacia la ciudadanía”. El 10 de 
mayo de 2008, se les permitió votar 
en el referéndum constitucional 
aunque, de forma irónica, la nueva 
Constitución, que fue aprobada, no 
contiene ninguna disposición que les 
otorgue el derecho a la ciudadanía. No 
existe voluntad política para aceptar 
a los rohingya como ciudadanos 
birmanos en un futuro próximo.
Recomendaciones
El 2 de abril de 2007, seis relatores 
especiales de Naciones Unidas 
confeccionaron una declaración conjunta 
relativa a la situación de los rohingya 
y exhortaron al Gobierno birmano a: 
derogar o enmendar la Ley de1982  ■
de Ciudadanía para garantizar que 
la legislación nacional cumpla con 
las obligaciones internacionales 
sobre derechos humanos que ha 
contraído el país, como el Artículo 
7 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño y el Artículo 
9 de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer 
adoptar medidas urgentes dirigidas a  ■
eliminar las prácticas discriminatorias 
contra la minoría musulmana en el 
norte del estado de Rakhine [Arakan] 
y garantizar que no se realicen más 
discriminaciones contra las personas 
que pertenecen a esa minoría.
Asimismo, Bangladesh, Malasia y 
Tailandia deberían establecer mecanismos 
eficaces que permitan a los rohingya 
disponer de protección como refugiados. 
Chris Lewa (chris.lewa@gmail.
com) es la coordinadora de Proyecto 
Arakan, una ONG local que se dedica, 
principalmente, a proteger y fomentar 
los derechos humanos de la minoría 
rohingya en Birmania mediante su 
documentación (con testimonios 







3. Véase artículo p42.
4. Véase Chris Lewa: “Una peligrosa travesía” en: 
















“Nosotros, los rohingya, 
somos como pájaros 
enjaulados. Sin embargo, 
los pájaros enjaulados 
reciben comida, mientras 
que nosotros tenemos 
que luchar solos para 
alimentarnos”.   
Aldeano rohingya de 
Maungdaw, norte de Arakan
